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TEMA 1  

5.13. LA FIGURA DEL DEFENSOR DEL PUEBLO EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS. 

Únicamente Asturias, Cantabria, Extremadura y Madrid son las CC.AA que no tienen Defensor 
del Pueblo, con la salvedad de la Comunidad Autónoma de Madrid que desarrolla la figura del 
Defensor del Menor, asimilable a la del Defensor del Pueblo, pero restringida a la función de 
protección de los menores. En todas las demás, es decir en catorce, existe la figura del 
Defensor del Pueblo, que tienen competencias idénticas al nacional, pero dentro de su ámbito 
territorial. 

La nomenclatura de los mismos recoge en algunos casos las figuras históricas asimiladas a la 
actual, como son el “Justicia Mayor” de Aragón o el “Diputado del Común” de Canarias. Otras 
Comunidades lo asimilan a la figura del “Procurador Común”, como en Castilla y León, 
“Valedor do Pobo” en Galicia, “Personero Común” en Extremadura (todavía no desarrollado 
legislativamente), “Sindic de Greuges” (Síndico de Agravios) en Cataluña, Comunidad 
Valenciana e Islas Baleares, “Ararteko” en el País Vasco o directamente lo nombran “Defensor 
del Pueblo”, como en Andalucía, Navarra, Castilla La Mancha, La Rioja y Murcia. 

La Ley 2/2013, de 21 de junio suprime la figura autonómica del Procurador General, órgano 
comisionado de la Junta General del Principado, para la defensa de los derechos y libertades 
reconocidas en el Título I de la Constitución y la supervisión a tal fin de la actuación de un 
amplio abanico de sujetos públicos. 

Esta medida se justifica en la actual coyuntura política, "que exige de todos los poderes 
públicos las necesarias modificaciones en orden a lograr una dimensión adecuada, razonable y 
ajustada de sus estructuras." 

Con esta supresión del Procurador General, se vuelve a la situación anterior a su existencia; es 
decir, por un lado el Defensor del Pueblo está capacitado para actuar en todo el Estado, de 
acuerdo con el artículo 54 de la Constitución Española y, por el otro, la Junta General del 
Principado de Asturias cuenta con una comisión parlamentaria a la que, según el Reglamento 
de la Cámara, le corresponde velar, conforme a lo previsto en el artículo 9 del Estatuto de 
Autonomía, por garantizar el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamentales de 
cuantos residen en el territorio del Principado. 

 

TEMA 2  

2.5.5. ELABORACIÓN DE LAS LEYES 

La iniciativa legislativa según el artículo 87 de la Constitución, corresponde a: 

El Gobierno, Congreso y Senado, Asambleas legislativas de las Comunidades autónomas y a la 
iniciativa popular (pueblo). 

GOBIERNO 

Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros. 

Conforme establece la Ley de Gobierno, el Gobierno aprobará anualmente un Plan Normativo 
que contendrá las iniciativas legislativas o reglamentarias que vayan a ser elevadas para su 
aprobación en el año siguiente, y cuando se eleve para su aprobación por el órgano 
competente una propuesta normativa que no figurara en el Plan Anual Normativo al que se 
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refiere el presente artículo será necesario justificar este hecho en la correspondiente Memoria 
del Análisis de Impacto Normativo. 

El procedimiento de elaboración de proyectos de ley se contiene en la Ley del Gobierno, Ley 
50/1997: 

Artículo 26. Procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos. 

La elaboración de los anteproyectos de ley, de los proyectos de real decreto legislativo y de 
normas reglamentarias se ajustará al siguiente procedimiento: 

1. Su redacción estará precedida de cuantos estudios y consultas se estimen 
convenientes para garantizar el acierto y la legalidad de la norma. 

2. Se sustanciará una consulta pública, a través del portal web del departamento 
competente, con carácter previo a la elaboración del texto, en la que se recabará 
opinión de los sujetos potencialmente afectados por la futura norma y de las 
organizaciones más representativas acerca de: 

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma. 

b) La necesidad y oportunidad de su aprobación. 

c) Los objetivos de la norma. 

d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 

Podrá prescindirse del trámite de consulta pública previsto en este apartado en el caso 
de la elaboración de normas presupuestarias u organizativas de la Administración 
General del Estado o de las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas, cuando 
concurran razones graves de interés público que lo justifiquen, o cuando la propuesta 
normativa no tenga un impacto significativo en la actividad económica, no imponga 
obligaciones relevantes a los destinatarios o regule aspectos parciales de una materia. 
También podrá prescindirse de este trámite de consulta en el caso de tramitación 
urgente de iniciativas normativas, tal y como se establece en el artículo 27.2. La 
concurrencia de alguna o varias de estas razones, debidamente motivadas, se 
justificarán en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. 

La consulta pública deberá realizarse de tal forma que todos los potenciales 
destinatarios de la norma tengan la posibilidad de emitir su opinión, para lo cual 
deberá proporcionarse un tiempo suficiente, que en ningún caso será inferior a quince 
días naturales. 

3. El centro directivo competente elaborará con carácter preceptivo una Memoria del 
Análisis de Impacto Normativo, que deberá contener los siguientes apartados: 

a) Oportunidad de la propuesta y alternativas de regulación estudiadas, lo que 
deberá incluir una justificación de la necesidad de la nueva norma frente a la 
alternativa de no aprobar ninguna regulación. 

b) Contenido y análisis jurídico, con referencia al Derecho nacional y de la Unión 
Europea, que incluirá el listado pormenorizado de las normas que quedarán 
derogadas como consecuencia de la entrada en vigor de la norma. 

c) Análisis sobre la adecuación de la norma propuesta al orden de distribución de 
competencias. 

d) Impacto económico y presupuestario, que evaluará las consecuencias de su 
aplicación sobre los sectores, colectivos o agentes afectados por la norma, 
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incluido el efecto sobre la competencia, la unidad de mercado y la competitividad 
y su encaje con la legislación vigente en cada momento sobre estas materias. Este 
análisis incluirá la realización del test Pyme de acuerdo con la práctica de la 
Comisión Europea. 

e) Asimismo, se identificarán las cargas administrativas que conlleva la propuesta, se 
cuantificará el coste de su cumplimiento para la Administración y para los 
obligados a soportarlas con especial referencia al impacto sobre las pequeñas y 
medianas empresas. 

f) Impacto por razón de género, que analizará y valorará los resultados que se 
puedan seguir de la aprobación de la norma desde la perspectiva de la eliminación 
de desigualdades y de su contribución a la consecución de los objetivos de 
igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, a partir de los 
indicadores de situación de partida, de previsión de resultados y de previsión de 
impacto. 

g) Un resumen de las principales aportaciones recibidas en el trámite de consulta 
pública regulado en el apartado 2. 

La Memoria del Análisis de Impacto Normativo incluirá cualquier otro extremo que 
pudiera ser relevante a criterio del órgano proponente. 

4. Cuando la disposición normativa sea un anteproyecto de ley o un proyecto de real 
decreto legislativo, cumplidos los trámites anteriores, el titular o titulares de los 
Departamentos proponentes lo elevarán, previo sometimiento a la Comisión General 
de Secretarios de Estado y Subsecretarios, al Consejo de Ministros, a fin de que éste 
decida sobre los ulteriores trámites y, en particular, sobre las consultas, dictámenes e 
informes que resulten convenientes, así como sobre los términos de su realización, sin 
perjuicio de los legalmente preceptivos. 

Cuando razones de urgencia así lo aconsejen, y siempre que se hayan cumplimentado 
los trámites de carácter preceptivo, el Consejo de Ministros podrá prescindir de este y 
acordar la aprobación del anteproyecto de ley o proyecto de real decreto legislativo y 
su remisión, en su caso, al Congreso de los Diputados o al Senado, según corresponda. 

5. A lo largo del procedimiento de elaboración de la norma, el centro directivo 
competente recabará, además de los informes y dictámenes que resulten preceptivos, 
cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar el acierto y la 
legalidad del texto. 

Salvo que normativamente se establezca otra cosa, los informes preceptivos se 
emitirán en un plazo de diez días, o de un mes cuando el informe se solicite a otra 
Administración o a un órgano u Organismo dotado de espacial independencia o 
autonomía. 

El centro directivo competente podrá solicitar motivadamente la emisión urgente de 
los informes, estudios y consultas solicitados, debiendo éstos ser emitidos en un plazo 
no superior a la mitad de la duración de los indicados en el párrafo anterior. 

En todo caso, los anteproyectos de ley, los proyectos de real decreto legislativo y los 
proyectos de disposiciones reglamentarias, deberán ser informados por la Secretaría 
General Técnica del Ministerio o Ministerios proponentes. 

Asimismo, cuando la propuesta normativa afectara a la organización administrativa de 
la Administración General del Estado, a su régimen de personal, a los procedimientos y 
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a la inspección de los servicios, será necesario recabar la aprobación previa del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas antes de ser sometidas al órgano 
competente para promulgarlos. Si transcurridos 15 días desde la recepción de la 
solicitud de aprobación por parte del citado Ministerio no se hubiera formulado 
ninguna objeción, se entenderá concedida la aprobación. 

Será además necesario informe previo del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas cuando la norma pudiera afectar a la distribución de las competencias entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas. 

6. Sin perjuicio de la consulta previa a la redacción del texto de la iniciativa, cuando la 
norma afecte a los derechos e intereses legítimos de las personas, el centro directivo 
competente publicará el texto en el portal web correspondiente, con el objeto de dar 
audiencia a los ciudadanos afectados y obtener cuantas aportaciones adicionales 
puedan hacerse por otras personas o entidades. Asimismo, podrá recabarse 
directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por ley que 
agrupen o representen a las personas cuyos derechos o intereses legítimos se vieren 
afectados por la norma y cuyos fines guarden relación directa con su objeto. 

El plazo mínimo de esta audiencia e información públicas será de 15 días hábiles, y 
podrá ser reducido hasta un mínimo de siete días hábiles cuando razones debidamente 
motivadas así lo justifiquen; así como cuando se aplique la tramitación urgente de 
iniciativas normativas, tal y como se establece en el artículo 27.2. De ello deberá 
dejarse constancia en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. 

El trámite de audiencia e información pública sólo podrá omitirse cuando existan 
graves razones de interés público, que deberán justificarse en la Memoria del Análisis 
de Impacto Normativo. Asimismo, no será de aplicación a las disposiciones 
presupuestarias o que regulen los órganos, cargos y autoridades del Gobierno o de las 
organizaciones dependientes o vinculadas a éstas. 

7. Se recabará el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente cuando 
fuera preceptivo o se considere conveniente. 

8. Cumplidos los trámites anteriores, la propuesta se someterá a la Comisión General de 
Secretarios de Estado y Subsecretarios y se elevará al Consejo de Ministros para su 
aprobación y, en caso de proyectos de ley, su remisión al Congreso de los Diputados o, 
en su caso, al Senado, acompañándolo de una Exposición de Motivos y de la 
documentación propia del procedimiento de elaboración a que se refieren las letras b) 
y d) del artículo 7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno y su normativa de desarrollo. 

9. El Ministerio de la Presidencia, con el objeto de asegurar la coordinación y la calidad de 
la actividad normativa del Gobierno analizará los siguientes aspectos: 

a) La calidad técnica y el rango de la propuesta normativa. 

b) La congruencia de la iniciativa con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y 
de la Unión Europea, con otras que se estén elaborando en los distintos 
Ministerios o que vayan a hacerlo de acuerdo con el Plan Anual Normativo, así 
como con las que se estén tramitando en las Cortes Generales. 

c) La necesidad de incluir la derogación expresa de otras normas, así como de 
refundir en la nueva otras existentes en el mismo ámbito. 
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d) El contenido preceptivo de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo y, en 
particular, la inclusión de una sistemática de evaluación posterior de la aplicación 
de la norma cuando fuere preceptivo. 

e) El cumplimiento de los principios y reglas establecidos en este Título. 

f) El cumplimiento o congruencia de la iniciativa con los proyectos de reducción de 
cargas administrativas o buena regulación que se hayan aprobado en 
disposiciones o acuerdos de carácter general para la Administración General del 
Estado. 

g) La posible extralimitación de la iniciativa normativa respecto del contenido de la 
norma comunitaria que se trasponga al derecho interno. 

Reglamentariamente se determinará la composición del órgano encargado de la 
realización de esta función así como su modo de intervención en el procedimiento. 

10. Se conservarán en el correspondiente expediente administrativo, en formato 
electrónico, la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, los informes y dictámenes 
recabados para su tramitación, así como todos los estudios y consultas emitidas y 
demás actuaciones practicadas. 

11. Lo dispuesto en este artículo y en el siguiente no será de aplicación para la tramitación 
y aprobación de decretos-leyes, a excepción de la elaboración de la memoria prevista 
en el apartado 3, con carácter abreviado, y lo establecido en los números 1, 8, 9 y 10. 

 

TEMA 3  

1.24.1. ORGANIZACIÓN 

El CGPJ estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por 20 
miembros nombrados por un período de 5 años por el Rey, mediante Real Decreto refrendado 
por el Ministro de Justicia. 

Según el Art 122 CE se eligen: 

 12 entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales 

 4 a propuesta del Congreso mayoría de 3/5 

 4 a propuesta del Senado mayoría de 3/5 

Los nombrados a propuesta del Congreso y del Senado elegidos entre abogados y juristas de 
reconocida competencia y con más de 15 años de ejercicio de la profesión. 

Los 12 miembros que conforme a lo dispuesto en el art 122 de la CE han de integrar el Consejo 
entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales serán propuestos para su 
nombramiento por el Rey de acuerdo con el procedimiento establecido en la Ley Orgánica 
4/2013, de 28 de junio, de reforma del Consejo General del Poder Judicial: 

Artículo 566 

El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, 
que lo presidirá, y por veinte Vocales, de los cuales doce serán Jueces o Magistrados en 
servicio activo en la carrera judicial y ocho juristas de reconocida competencia. 
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Artículo 567 

1. Los veinte Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán designados por las Cortes 
Generales del modo establecido en la Constitución y en la presente Ley Orgánica. 

2. Cada una de las Cámaras elegirá, por mayoría de tres quintos de sus miembros, a diez 
Vocales, cuatro entre juristas de reconocida competencia con más de quince años de 
ejercicio en su profesión y seis correspondientes al turno judicial, conforme a lo previsto 
en el Capítulo II del presente Título. 

3. Podrán ser elegidos por el turno de juristas aquellos Jueces o Magistrados que no se 
encuentren en servicio activo en la carrera judicial y que cuenten con más de quince años 
de experiencia profesional, teniendo en cuenta para ello tanto la antigüedad en la carrera 
judicial como los años de experiencia en otras profesiones jurídicas. Quien, deseando 
presentar su candidatura para ser designado Vocal, ocupare cargo incompatible con aquél 
según la legislación vigente, se comprometerá a formalizar su renuncia al mencionado 
cargo si resultare elegido. 

4. Las Cámaras designarán, asimismo, tres suplentes para cada uno de los turnos por los que 
se puede acceder a la designación como Vocal, fijándose el orden por el que deba 
procederse en caso de sustitución. 

5. En ningún caso podrá recaer la designación de Vocales del Consejo General del Poder 
Judicial en Vocales del Consejo saliente. 

Artículo 568 

1. El Consejo General del Poder Judicial se renovará en su totalidad cada cinco años, 
contados desde la fecha de su constitución. Los Presidentes del Congreso de los 
Diputados y del Senado deberán adoptar las medidas necesarias para que la renovación 
del Consejo se produzca en plazo. 

2. A tal efecto, y a fin de que las Cámaras puedan dar comienzo al proceso de renovación del 
Consejo, cuatro meses antes de la expiración del mencionado plazo, el Presidente del 
Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial dispondrá: 

a) La remisión a los Presidentes del Congreso de los Diputados y del Senado de los datos 
del escalafón y del Registro de Asociaciones judiciales obrantes en dicha fecha en el 
Consejo. 

b) La apertura del plazo de presentación de candidaturas para la designación de los 
Vocales correspondientes al turno judicial. 

El Presidente del Tribunal Supremo dará cuenta al Pleno del Consejo General del Poder 
Judicial de los referidos actos en la primera sesión ordinaria que se celebre tras su 
realización. 

Artículo 569 

1. Los Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán nombrados por el Rey mediante 
Real Decreto, tomarán posesión de su cargo prestando juramento o promesa ante el Rey 
y celebrarán a continuación su sesión constitutiva. 

2. La toma de posesión y la sesión constitutiva tendrán lugar dentro de los cinco días 
posteriores a la expiración del anterior Consejo, salvo en el supuesto previsto en el 
artículo 570.2 de esta Ley Orgánica. 
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Artículo 570 

1. Si el día de la sesión constitutiva del nuevo Consejo General del Poder Judicial no hubiere 
alguna de las Cámaras procedido aún a la elección de los Vocales cuya designación le 
corresponda, se constituirá el Consejo General del Poder Judicial con los diez Vocales 
designados por la otra Cámara y con los Vocales del Consejo saliente que hubieren sido 
designados en su momento por la Cámara que haya incumplido el plazo de designación, 
pudiendo desde entonces ejercer todas sus atribuciones. 

2. Si ninguna de las dos Cámaras hubieren efectuado en el plazo legalmente previsto la 
designación de los Vocales que les corresponda, el Consejo saliente continuará en 
funciones hasta la toma de posesión del nuevo, no pudiendo procederse, hasta entonces, 
a la elección de nuevo Presidente del Consejo General del Poder Judicial. 

3. El nombramiento de Vocales con posterioridad a la expiración del plazo concedido 
legalmente para su designación no supondrá, en ningún caso, la ampliación de la duración 
de su cargo más allá de los cinco años de mandato del Consejo General del Poder Judicial 
para el que hubieren sido designados, salvo lo previsto en el apartado anterior. 

4. Una vez que se produzca la designación de los Vocales por la Cámara que haya incumplido 
el plazo de designación, deberá procederse a la sustitución de los Vocales salientes que 
formasen parte de alguna de las Comisiones legalmente previstas. Los nuevos Vocales 
deberán ser elegidos por el Pleno teniendo en cuenta el turno por el que hayan sido 
designados los Vocales salientes, y formarán parte de la Comisión respectiva por el 
tiempo que resta hasta la renovación de la misma. 

5. La mera circunstancia de que la designación de Vocales se produzca una vez constituido el 
nuevo Consejo no servirá de justificación para revisar los acuerdos que se hubieren 
adoptado hasta ese momento. 

Artículo 571 

1. El cese anticipado de los Vocales del Consejo General del Poder Judicial dará lugar a su 
sustitución, procediendo el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del 
Poder Judicial a ponerlo en conocimiento de la Cámara competente para que proceda a la 
propuesta de nombramiento de un nuevo Vocal conforme al orden establecido en el 
artículo 567.4 de la presente Ley Orgánica. 

2. El nuevo Vocal ejercerá su cargo por el tiempo que reste hasta la finalización del mandato 
del Consejo General del Poder Judicial. 

 

1.24.5. COMPETENCIAS DE LOS ÓRGANOS DEL CGPJ 

Apartado eliminado por estar derogados los artículos que lo contenían 

 

3.2.5. COMPETENCIAS DE LA DIPUTACIÓN 

3.2.5.1. COMPETENCIAS PROPIAS 

• La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la prestación 
integral y adecuada de los mismos 

• La asistencia y la cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, 
especialmente los de menor capacidad económica y de gestión. 
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• La prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, 
supracomarcal, y el fomento o, en su caso, coordinación de la prestación unificada de 
servicios de los municipios de su respectivo ámbito territorial. En particular, asumirá la 
prestación de los servicios de tratamiento de residuos en los municipios de menos de 
5.000 habitantes, y de prevención y extinción de incendios en los de menos de 20.000 
habitantes, cuando éstos no procedan a su prestación. 

• La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la planificación en 
el territorio provincial, de acuerdo con las competencias de las demás Administraciones 
Públicas en este ámbito. 

• El ejercicio de funciones de coordinación en los casos previstos en el artículo 116 bis. 

• Asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria, en 
periodo voluntario y ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión financiera de los 
municipios con población inferior a 20.000 habitantes 

• La prestación de los servicios de administración electrónica y la contratación 
centralizada en los municipios con población inferior a 20.000 habitantes 

• El seguimiento de los costes efectivos de los servicios prestados por los municipios de su 
provincia. Cuando la Diputación detecte que estos costes son superiores a los de los 
servicios coordinados o prestados por ella, ofrecerá a los municipios su colaboración 
para una gestión coordinada más eficiente de los servicios que permita reducir estos 
costes 

• La coordinación mediante convenio, con la Comunidad Autónoma respectiva, de la 
prestación del servicio de mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos en los 
municipios con población inferior a 5000 habitantes 

• Aprobar un plan provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia 
municipal, en cuya elaboración deben participar los Municipios de la Provincia. El plan, 
que deberá contener una memoria justificativa de sus objetivos y de los criterios de 
distribución de los fondos, criterios que en todo caso han de ser objetivos y equitativos, 
podrán financiarse con medios propios de la Diputación, las aportaciones municipales y 
las subvenciones que acuerden la CCAA y el Estado con cargo a los presupuestos. Sin 
perjuicio de las competencias reconocidas en los estatutos de autonomía y de las 
anteriormente asumidas y ratificadas por éstos, la CCAA asegura, en su territorio, la 
coordinación de los diversos planes provinciales. 

• Asegura el acceso de la población de la Provincia al conjunto de los servicios mínimos de 
competencia municipal y la mayor eficacia y economía en la prestación de éstos 
mediante cualesquiera fórmulas de asistencia y cooperación municipal. Con esta 
finalidad, las Diputaciones podrán otorgar subvenciones y ayudas con cargo a sus fondos 
propios para la realización y el mantenimiento de obras y servicios municipales que se 
instrumentarán a través de planes especiales u otros instrumentos específicos. 

• Asegura el acceso de la población de la Provincia al conjunto de los servicios mínimos de 
competencia municipal y a la mayor eficacia y economía en la prestación de éstos 
mediante cualesquiera fórmulas de asistencia y cooperación municipal. 

Con esta finalidad, las Diputaciones o entidades equivalentes podrán otorgar 
subvenciones y ayudas con cargo a sus recursos propios para la realización y el 
mantenimiento de obras y servicios municipales, que se instrumentarán a través de 
planes especiales u otros instrumentos específicos. 
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• Garantiza el desempeño de las funciones públicas necesarias en los Ayuntamientos y les 
presta apoyo en la selección y formación de su personal sin perjuicio de la actividad 
desarrollada en estas materias por la Administración del Estado y la de las Comunidades 
Autónomas. 

• Da soporte a los Ayuntamientos para la tramitación de procedimientos administrativos y 
realización de actividades materiales y de gestión, asumiéndolas cuando aquéllos se las 
encomienden. 

 

3.3.2.3.3. SISTEMA ELECTORAL 

Cada término municipal constituye una circunscripción en la que se elige el número de 
concejales que resulte de la aplicación de la siguiente escala:  

 

Hasta 100 residentes 3 

De 101 a 250 residentes 5 

De 251 a 1.000 7 

De 1.001 a 2.000 9 

De 2.001 a 5.000 11 

De 5.001 a 10.000 13 

De 10.001 a 20.000 17 

De 20.001 a 50.000 21 

De 50.001 a 100.000 25 

 

3.3.2.3.4. ELECCIÓN DE CONCEJALES EN MUNICIPIOS DE ENTRE 100-250 HBTES 

Son elegidos de acuerdo con el siguiente procedimiento: 

a) Cada partido, coalición, federación o agrupación podrá presentar una lista como máximo 
de tres nombres si el municipio tiene hasta 100 residentes o de cinco nombres si tiene 
entre 101 y 250 residentes. 

b) Cada elector podrá dar su voto a un máximo de dos entre los candidatos proclamados 
en el distrito en caso de municipios de hasta 100 residentes o a un máximo de cuatro en 
los municipios entre 101 y 250 residentes. 

c) Se efectuará el recuento de votos obtenidos por cada candidato en el distrito, 
ordenándose en una columna las cantidades representativas de mayor a menor. 

d) Serán proclamados electos aquellos candidatos que obtengan mayor número de votos 
hasta completar el número total de concejales a elegir en función de la población. 

e) Los casos de empate se resolverán por sorteo. 

f) En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un concejal, la vacante será 
atribuida al candidato siguiente que más votos haya obtenido. 
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3.3.3. COMPETENCIAS DE LOS MUNICIPIOS 

3.3.3.1. COMPETENCIAS PROPIAS 

El Municipio ejercerá, en todo caso, competencias en los términos de la legislación del Estado 
y de las CCAA en las siguientes materias: 

a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y 
gestión del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección 
pública con criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la 
edificación. 

b) Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos, gestión de los 
residuos sólidos urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica y 
atmosférica en las zonas urbanas. 

c) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas 
residuales. 

d) Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad. 

e) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a 
personas en situación o riesgo de exclusión social. 

f) Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios. 

g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo urbano. 

h) Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local. 

i) Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante. 

j) Protección de la salubridad pública. 

k) Cementerios y actividades funerarias. 

l) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre. 

m) Promoción de la cultura y equipamientos culturales. 

n) Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con 
las Administraciones educativas correspondientes en la obtención de los solares 
necesarios para la construcción de nuevos centros docentes. La conservación, 
mantenimiento y vigilancia de los edificios de titularidad local destinados a centros 
públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación especial. 

ñ) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso 
eficiente y sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

o) Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres así como contra la 
violencia de género. 

 

3.3.3.1.1. OBLIGACIONES MÍNIMAS 

Eliminación de los siguientes párrafos al final del epígrafe 

Los Municipios podrán solicitar de la CCAA respectiva la dispensa de la obligación de prestar 
los servicios mínimos que le correspondan cuando, por sus características peculiares, resulte 
de imposible o muy difícil cumplimiento el establecimiento y prestación de dichos servicios por 
el propio Ayuntamiento. 
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Las CCAA podrán cooperar con las Diputaciones Provinciales, bajo las formas y en los términos 
previstos en la ley reguladora de las bases del Régimen Local, en la garantía del desempeño de 
las funciones públicas. Asimismo, con las condiciones indicadas, las Diputaciones provinciales 
podrán cooperar con los entes comarcales en el marco de la legislación autonómica 
correspondiente. 

 

3.3.3.3. ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS 

Apartado eliminado 

 

4.6.2. SECRETARIOS DE JUSTICIA 

Proceden del Cuerpo de Secretarios de la Administración de Justicia (actualmente llamados 
Letrados de Administración de Justicia) y están al servicio del Tribunal y de las Salas. 

 

 

 

 


